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 El agua en España escasea, está mal repartida y para muchos peor gestionada. Un problema de difícil solución pero al que en verdad no le faltan argumentos: la irregular distribución espacial de este recurso dentro del territorio nacional, con una mitad húmeda a la que le sobra y una mitad seca que suspira por ella; la necesidad de conservar adecuadamente el enorme patrimonio hidráulico existente para evitar los actuales niveles de despilfarro y pérdidas de agua; las peleas desatadas por culpa de los trasvases entre quienes ceden el agua y los que la reciben; los planteamientos a favor de considerar al agua como cualquier otro bien económico susceptible de ser privatizado; la demanda de la Unión Europea de ajustar los precios del agua a sus costes reales; la preocupación por reducir al máximo el impacto ambiental que ocasionen las nuevos proyectos de obras hidráulicas, o que ni una gota sin depurar se vierta al mar o a los ríos. Demasiados intereses en juego que el próximo y ansiado Plan Hidrológico Nacional deberá intentar consensuar si no se quiere enturbiar más el agua.

El agua en España escasea y no sólo por culpa de "la pertinaz sequía" a la que tantas veces se refirió Franco. Además, está mal repartida y para muchos peor gestionada. Un problema conocido y últimamente más que debatido y aireado al que todavía nadie le ha encontrado una solución ¿por qué?

En primer término, porque el agua en nuestro país vive de contrastes. Entre una España húmeda a la que le sobra y una España seca que suspira por ella. Entre ser el país comunitario más árido, con unas precipitaciones que equivalen al 85% de la media de la Unión Europea, y el segundo que más agua consume por habitante y año. Entre decir que España tiene poca agua y, sin embargo, si comparásemos los recursos disponibles y la demanda global, ser un país que podría tener prácticamente cubiertas sus necesidades de consumo, cifradas en unos 35.000 hm3/año (el 68% corresponde a regadíos, un 18% a abastecimiento de poblaciones e industrias y e114% restante a refrigeración de centrales de producción de energía).

Ingente patrimonio hidráulico

En segundo lugar, por el enorme esfuerzo presupuestario que requiere la correcta conservación y mantenimiento del ingente patrimonio hidráulico con el que cuenta España, valorado, según se recoge en el Libro Blanco del Agua en España en 4,7 billones de pesetas y sólo comparable al de Israel o el Estado de California. Más de un millar de presas, entre estatales y gestionadas por concesionarios, con una capacidad de almacenamiento total próxima a los 54.000 hm3, y que convierten a España en el segundo país del mundo en regulación artificial del agua; más de 5.000 km. de grandes

conducciones (superiores a los 500 l/s) tan sólo en las cuencas intercomunitarias para el transporte y distribución de agua destinada al abastecimiento de poblaciones, y más de 10.000 km. de conducciones principales de riego en explotación son un buen ejemplo de esta enorme infraestructura hidráulica.

Con todo, el principal problema en este caso no radica tanto en el volumen de infraestructuras a atender y conservar sino más bien en las características y antigüedad de las propias redes. En opinión del Fondo Mundial de la Naturaleza (WWF), el deterioro de la red de canalización supone pérdidas del agua utilizada del 40%, porcentaje que se amplía hasta el 60% en el caso de las conducciones para regadío (de los más de 100.000 km. de acequias de que consta actualmente la red de distribución, una buena parte son cauces de tierra sin revestir, aproximadamente e130% tiene más de 100 años de existencia y una buena parte del resto supera los 20 años).

Las "guerras del agua"

De otro lado, también cabría hablar del coste social del agua, una cuestión sobre la que descansa el origen de las ya famosas guerras del agua y que ha llevado a más de uno a afirmar que "el agua es para quien le llueve". Y es que históricamente, y no sólo ahora, la necesidad de realizar trasvases para ceder agua desde las cuencas excedentarias a las deficitarias ha desatado duras batallas, incluso entre usuarios de una misma comunidad autónoma. La razón es que mientras unos -los que la reciben- ven aumentar sus posibilidades de crecimiento económico, los otros -los que la ceden- se quedan como estaban o, incluso, pierden expectativas de desarrollo. Un difícil equilibrio entre quienes claman por el agua con la que saciar sus campos y poblaciones y quienes demandan compensaciones por el líquido cedido, pero sin duda imprescindible si se tiene en cuenta que los trasvases son la única solución para aquellas cuencas hidrográficas en las que la falta de agua es un problema estructural (según recoge el Libro Blanco del Agua, en nuestro país el único Plan Hidrológico cuyo territorio es estructuralmente deficitario es el correspondiente a la cuenca del Segura que riega la huerta murciana, aunque también presentan situaciones de escasez estructural, pero sin llegar a afectar al conjunto del territorio, las cuencas del Guadiana, Sur, Júcar y Ebro).

¿Privatizar la gestión?

Por si fuera poco, en los últimos meses un nuevo debate ha venido a enturbiar todavía más el agua: ¿Es oportuno mantener su consideración de bien público de interés general o ha llegado el momento de privatizar la gestión de los recursos hídricos? A reabrir esta discusión, que ya se creía cerrada tras la aprobación en noviembre del año pasado de la Ley de Aguas que reformaba a la de 1985, ha contribuido de una manera decisiva el Círculo de Empresarios con su documento presentado a principios de mayo "Un nuevo marco institucional para el agua", en el que reclama que el agua debe ser tratada como cualquier otro bien económico y, por lo tanto, susceptible de ser explotado y distribuido por la iniciativa privada.

En su informe, los empresarios aplauden los cambios introducidos por el Gobierno en la reforma de la Ley de Aguas, por los que se establecen limitaciones a la cesión temporal de derechos de concesión de agua por un precio pactado, pero los consideran insuficientes ya que, a su juicio, no estimula un consumo racional. Según sus autores, sólo las fuerzas del mercado mejorarán la gestión del agua, por lo que abogan por una privatización controlada que garantice la calidad y competencia del sector.

Esta posibilidad de vender y comprar agua al mejor postor no es compartida, sin embargo, por los sindicatos ni por buena parte de los expertos, que, como Pedro Arrojo, especialista en gestión de aguas y portavoz de la Coordinadora de Afectados por Grandes Embalses y Trasvases (COAGRET) ha afirmado que ir más lejos de lo que ya se ha ido en la introducción de la gestión privada del agua seria un desastre. Incluso el Gobierno, por medio de su secretario de Estado de Aguas y Costas, Pascual Fernández, declaraba recientemente que la privatización es imposible, ni siquiera a largo plazo.

El precio del agua

Por otra parte, en lo que los empresarios sí parece que coinciden con la tendencia que impera en la Unión Europea es en la necesidad de ajustar más el precio del agua a sus costes reales, tal y como aprobó el Parlamento Europeo en febrero pasado. Según esta propuesta, que ahora será debatida por el Consejo de Ministros de la UE y concretada en la futura directiva marco europea del agua, los Estados miembros deberán garantizar antes del 2010 que el precio del agua refleje su coste íntegro para favorecer el ahorro e incentivar a los usuarios a utilizar los recursos de manera eficaz.

En España, donde según un informe de la OCDE publicado a finales del año pasado los precios del agua han sido tradicionalmente unos de los más bajos de los países industrializados, esta directiva forzará a una subida paulatina de las tarifas que afectará tanto a los consumidores domésticos como a los agricultores. En su informe, este organismo anima a los países a profundizar en un sistema de precios que esté relacionado con el volumen de agua gastado y abandonar el de las actuales tarifas planas.

En el caso de agua para el uso doméstico, la OCDE pone como ejemplo a la ciudad de Barcelona, donde rige la tarifa de bloques crecientes, es decir, el precio del metro cúbico es más caro a medida que se incrementa el consumo de agua. Este sistema, a diferencia de lo que ocurre en el 90% de los hogares españoles en los que la tarifa es plana, supone a grandes rasgos y sin tener otras variables en cuenta que las familias pagan 44 pesetas por metro cúbico si gastan menos de 18 metros cúbicos al trimestre; 89 pesetas por metro cúbico si gastan entre 18 y 48; y 122 pesetas por metro cúbico si gastan más de 48.

En los usos industriales y partiendo de la base de que la situación es muy variable, aunque la mayoría utilice una división del tipo de bloques crecientes, la OCDE critica dos aspectos: su consumo está subsidiado y lo que pagan las empresas es mucho menos de lo que cuesta suministrarles el agua.

La estructura de precios sobre el agua de regadío, por su parte, depende mucho de la cuenca hidrográfica de la que se trate pero cada agricultor, por lo general, paga una tarifa proporcional a la superficie de tierra de cultivo. Su cobro, sin embargo, resulta bastante ineficiente y aproximar su tarifa al coste real de agua consumida requeriría instalar contadores junto a las tierras.

Además, de aplicarse a rajatabla la directiva de la UE de repercutir en los usuarios todos los costes de la recogida, traslado y depuración del agua hasta que llega a los campos de regadío' haría que muchos agricultores abandonaran sus explotaciones. Según las diversas asociaciones del campo, esta posibilidad supondría la desaparición de un millón de hectáreas de regadíos de las 3,5 existentes en España.

El problema medioambiental

A todos estos intereses que complican cualquier decisión sobre la política del agua se ha venido a sumar el factor medioambiental, una preocupación que apenas existía en la época de las presas y pantanos, cuando España construyó sus infraestructuras hidrológicas básicas.

El nuevo ministro de Medio Ambiente, Jaume Matas, ya ha anunciado que su objetivo a medio plazo es que ni una gota de agua sin depurar se vierta al mar o a los ríos. Un propósito sin duda ambicioso pero que está en consonancia con la línea marcada por el Parlamento Europeo que, bajo el principio de que "quien contamina paga", fija en el

2020 la fecha para eliminar totalmente los vertidos, emisiones y pérdidas de sustancias peligrosas en el medio acuático.

Pero en la definición de los costes medioambientales no sólo habrá que vigilar por cumplir los objetivos de calidad de las aguas, tanto en superficie como subterráneas y de zonas protegidas, sino que también se deberá prestar atención a que los proyectos de ingeniería que sean necesario diseñar en el futuro estén correctamente definidos, eligiéndose en cualquier caso la alternativa que produzca el menor impacto ambiental.

El problema del agua se presenta como un conglomerado altamente complejo, con gran diversidad de intereses en juego y cuya resolución, como se ha visto, trasciende los aspectos puramente económicos para adentrarse en el terreno de lo social y político. No se trata ya sólo de construir un embalse aquí o una planta desalinadora allá, sino de alcanzar entre todos los actores intervinientes, desde el Gobierno central a los autonómicos; desde los regantes, compañías eléctricas y confederaciones hidrográficas hasta los grupos ecologistas; y sin olvidar a los abastecedores, federaciones de municipios, asociaciones de consumidores y vecinos, sindicatos y empresarios, un pacto por el agua que permita diseñar una auténtica reforma hidrológica que ponga fin a las muchas incertidumbres que todavía hoy planean sobre el futuro del agua en nuestro país.

               SALIR A FLOTE

El agua subterránea está infrautilizada en España. Esta es, al menos, la opinión de Ramón Llamas, director del proyecto de investigación que sobre este recurso está realizando por encargo de la Fundación Marcelino Botín. A pesar de que su uso racional podría hacer innecesarios la construcción de embalses y trasvases y paliar los efectos cíclicos de las sequías, en nuestro país sólo el 30% de los abastecimientos urbanos y el 27% de la superficie de riego se abastecen de estas aguas

Las aguas subterráneas están infrautilizadas en nuestro país. Mientras en Estados Unidos la mitad de la población cubre sus necesidades domésticas con este recurso, en España sólo la tercera parte de los abastecimientos urbanos e industriales se abastecen de estas aguas, una de las proporciones más bajas de Europa. Estas son algunas de las conclusiones adelantadas recientemente por Ramón Llamas, catedrático de Hidrogeología de la Complutense y director del proyecto de investigación sobre aguas subterráneas que actualmente está lIevando a cabo por encargo de la Fundación Marcelino Botín y que concluirá el próximo mes de diciembre.

Innecesarios los embalses

En opinión de este experto, que también ostenta el cargo de vicepresidente de la Asociación Internacional de Recursos Hídricos, el uso racional de las aguas subterráneas podría hacer innecesarios los embalses y trasvases y su explotación paliar los efectos cíclicos de las sequías. Como ejemplo Llamas cita a las ciudades de Barcelona y Pamplona, donde la utilización de forma conjunta de aguas subterráneas y superficiales ha permitido que rara vez soporten restricciones de agua. En cambio, otras como Bilbao o Cádiz, que sólo se abastecen de aguas superficiales, han padecido en los últimos años los rigores de la escasez. En el caso de Madrid, por ejemplo, la prohibición en 1993 de regar los parques y jardines con aguas superficiales provocó que, en tan sólo seis meses, se perforaran 2.000 pozos particulares. Bajo el suelo de  la capital de España, y en el acuífero que lleva su nombre, el catedrático de Hidrogeología asegura que el agua dulce subterránea que existe hasta tan sólo 300 metros de profundidad es de unos 90.000 millones de m3, cantidad que casi dobla a la capacidad de todos los embalses españoles.

Según se recoge en el Libro Blanco del Agua, de los 35.000 hm3 de agua que se consumen al año en España, 5.500 corresponden a aguas subterráneas. En cuanto al grado de utilización por cuencas, destacan las del Júcar y el Guadiana en las que las extracciones son , en valor medio, superiores a la recarga natural. Por contra, en otras como la del Duero, Ebro y Guadalquivir la utilización global de las agua subterráneas es, a pesar de contar con acuíferos importantes, muy reducida.

Su uso en la agricultura 

En relación al uso de las aguas subterráneas en la agricultura, los datos disponibles reflejan que  aproximadamente un millón de hectáreas, lo que representa casi la tercera parte de la superficie total del  regadío español, son abastecidas total o de forma muy importante con estas aguas. En este sentido, el profesor  Llamas menciona otro dato revelador: los regadíos con aguas subterráneas utilizan algo más de 4.800 m3/ha/año, mientras que los regadíos con aguas superficiales consumen unos 8.000 m3/ha/año. Es decir, la eficiencia en el uso del agua es casi el doble en el caso de las aguas subterráneas que en las superficiales. Otra de las conclusiones lanzadas por este experto es que la productividad del millón de hectáreas regadas con aguas subterráneas es, en términos de monetarios y de creación de puestos de trabajo, superior a las otras 2,5 millones de hectáreas que utilizan aguas superficiales. Esta aparente paradoja se explica porque el agricultor aprovecha mejor el agua, sin malgastarla, ya que es él quien corre con todos los costes de extracción y por ello tiende a utilizarla de forma más eficiente.

El precio de este recurso

Además de que señalar que su utilización no requiere de grandes inversiones, este proyecto destaca que el coste del agua subterránea es muy bajo con relación a los beneficios obtenidos por su uso. Así, su precio real suele oscilar entre 3 y 30 pesetas/m3, (6.000-150.000 ptas/ha/año),una cantidad que puede ser poco significativa para cultivos cuyas producciones pueden alcanzar valores que varían entre las 150.000 y los 8 millones de pesetas/ha/año.

Los defensores de una mayor utilización de las aguas subterráneas también apuntan a los factores medioambientales: los acuíferos son un recurso fundamental para la conservación de ciertos ecosistemas acuáticos. Con todo, Llamas se lamenta de que la

Administración no haya prestado hasta ahora especial atención a este recurso. Un abandono legislativo que, en su opinión, no sólo provoca un caos en su uso y que los acuíferos bajen de nivel considerablemente, sino que no existan medidas para evitar que las aguas subterráneas se contaminen.

        Por abrir el grifo

El Instituto Nacional de Estadística (INE) presentó a finales del pasado año las primeras cifras reales sobre los costes del agua en los hogares de las ciudades españolas y la cantidad que diariamente consume cada ciudadano. El estudio refleja que quienes más agua gastan son los cántabros y quien menos los murcianos. Los vascos, por su parte, son los que pagan el agua más barata y los aragoneses la más cara. Además, los asturianos encabezan la lista de los que más agua pierden por defecto de las conducciones

De los 225 litros que son bombeados diariamente por las distribuidoras en cada hogar español, 159 se consumen y 41 se derrochan o se pierden por las conducciones. Así, al menos, se desprende del informe elaborado por el Instituto Nacional de Estadística (INE) a finales del pasado año y que pasa por ser el primero exhaustivo que se realiza sobre la incidencia de este recurso en la economía española.

En este estudio, llevado a cabo a partir de la información facilitada por 139 empresas que distribuyen agua a 22 millones de españoles residentes en áreas urbanas pertenecientes a todas las comunidades autónomas españolas, exceptuando Ceuta y MeliIla, ellNE afirma que los españoles que con diferencia consumen más agua son los cántabros, con 364 litros/hab/día, seguidos de los castellano-leoneses y los vascos, con 255. Por el contrario, los que menos gastan son los de las comunidad de Murcia, con 104, Canarias (122), y Galicia, con 124 litros/habitante/día. 

En cuanto al despilfarro de agua, o lo que dejan de ingresar las distribuidoras por deterioro en las conducciones o cualquier otra circunstancia, la lista está encabezada por los asturianos, que pierden 88 litros diarios, mientras que los mejores administradores son los cántabros y madrileños, que sólo dejan escapar 8 y 10 litros, respectivamente. 

Los que más pagan 

El informe señala, por otra parte, que el gasto medio que cada español destina al agua no sobrepasa las 22 pesetas diarias, si bien el comportamiento de los precios es muy diferente en función de cuál sea la comunidad autónoma analizada. Así, quienes pagan el precio más alto por el agua suministrada son los aragoneses, con un desembolso medio por persona al día de 102 pesetas. Casi el doble que los canarios (53,9), sus inmediatos seguidores y los que, hasta ahora, se creían que tenían las tarifas más elevadas porque la mayor parte del agua que consumen procede de la desalación. A partir de ahí, los precios caen en picado hasta el punto de que en el resto de las comunidades autónomas el precio del agua que sus cuidadanos pagan diariamente no sobrepasa las 28 pesetas. Así, a los que españoles que le sale el agua más barata son a los del País Vasco (excluidos los residentes en el área metropolitana de Bilbao que reciben el agua de un consorcio), que sólo pagan 9,5 pesetas por habitante y día, seguidos de los de Castilla-León (11,5), y Asturias y Castilla-León (12,2).

